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Exp. 872/2019-2

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA.
SEGUNDA SALA UNITARIA


	EXPEDIENTE. 872/2019/2


	SENTENCIA DEFINITIVA
EN CUMPLIMIENTO  A LA EJECUTORIA DEL JUICIO DE AMPARO NUMERO ********** DEL SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA DEL NOVENO CIRCUITO


	ACTOR: **********

	AUTORIDAD DEMANDADA: 
CONTRALORÍA INTERNA DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ


	MAGISTRADA:
MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: 
OSCAR TORRES HERRERA


San Luís Potosí, San Luis Potosí, a veintiuno de septiembre de dos mil veintidós.

V I S T O para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 872/2019/2, promovido por el C. **********en contra del oficio **********, de veintisiete de mayo de dos mil diecinueve, dictado por el Titular de la Contraloría Interna del Municipio de San Luis Potosí,  y teniendo a la vista la ejecutoria pronunciada el veintitrés de junio de dos mil veintidós, emitida por el H. Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, en el juicio de amparo directo administrativo **********, se procede a dictar sentencia en cumplimiento a la citada ejecutoria, en los siguientes términos:
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el once de septiembre de dos mil diecinueve, el C. **********, por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del Titular de la Contraloría Interna del Municipio de San Luis Potosí, por el acto consistente en:
"…el oficio ********** de fecha 27 de mayo de 2019."

Por auto de treinta de agosto de dos mil diecinueve, se admitió a trámite la demanda y se ordenó emplazar a la autoridad demandada para que contestara y ofreciera las pruebas que a su derecho convinieran dentro del plazo legal al efecto previsto.

II.- Substanciado que fue en cada una de sus etapas el presente juicio, a las 11:00 once horas del trece de enero de dos mil veinte, se dio inicio a la audiencia final, sin asistencia de las partes; en el desahogo de dicha audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes dada su naturaleza y se hizo constar que no había pruebas pendientes por desahogar; después en la etapa de alegatos se agregaron a los autos los escritos presentados por la Parte Actora y la Autoridad Demandada, por lo que se tuvieron por formulados los alegatos formulados en dichos escritos, y finalmente se citó para resolver.
III.- A través de la sentencia definitiva dictada por esta Sala Unitaria el primero de julio de dos mil veinte, analizado el segundo concepto de impugnación de la demanda se declaró la ilegalidad e invalidez del oficio impugnado y se ordenó a la autoridad demandada que emitiera un nuevo acto con el que cumpliera el requisito formal de fundamentación y motivación y con plenitud de jurisdicción resolviera lo que en derecho procediera respecto de la caducidad solicitada por el actor en la instancia respectiva.

IV.-
Inconforme con la sentencia la parte actora promovió juicio de amparo del cual conoció el H. Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, bajo el número de amparo directo administrativo **********, quien por ejecutoria emitida el veinticinco de marzo de dos mil veintiuno, otorgó el amparo a la parte quejosa, dándose cumplimiento a la misma el pasado doce de mayo de dos mil veintiuno.
V.-
De igual manera, inconforme con la referida sentencia la parte actora promovió juicio de amparo del cual conoció el H. Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, bajo el número de amparo directo administrativo **********, quien por ejecutoria emitida el veintitrés de junio de dos mil veintidós, otorgó el amparo a la parte quejosa.
VI. - Por acuerdo de quince de julio de dos mil veintidós, en inicio al cumplimiento de los efectos de la ejecutoria de veintitrés de junio de dos mil veintidós, la Magistrada Titular de esta Sala dejó insubsistente la sentencia definitiva dictada el doce de mayo de dos mil veintiuno y turnó los autos para el dictado de una nueva resolución en la cual se atendiera lo dispuesto en la ejecutoria que se cumplimenta.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio en términos de lo establecido en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- El Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, concedió el Amparo y la Protección de la Justicia de la Unión en su ejecutoria dictada en el Juicio de Amparo número **********, para los efectos indicados en la parte final del considerando Sexto que es del tenor siguiente:

“…En las relatadas condiciones, toda vez que algunos de los conceptos de violación resultaron sustancialmente fundados, lo procedente en el caso es conceder el amparo y protección de la Justifica Federal para el efecto de que la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, dentro del expediente 872/2019/2, realice lo siguiente: 

1.- Deje insubsistente la sentencia pronunciada el doce de mayo de dos mil veintiuno; y, en su lugar,

2.- Emita otra en la que, por un lado,
2.1. Reitere los aspectos que no fueron materia de concesión, y en otro,

2.2. Prescinda de las consideraciones de que el artículo 71 de la Ley de Entrega-Recepción de los Recursos Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, no impone a la autoridad la obligación de emitir resolución para concluirlo; y que el procedimiento de verificación en contra del quejoso no inició de oficio.

3. Hecho lo anterior, analice el concepto de impugnación formulado por el quejoso en la demanda de origen, sobre la base que en dicho procedimiento es aplicable la figura de la caducidad prevista en el último párrafo del artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y, con libertad de jurisdicción, determine lo que corresponda, con la sola limitante de respetar el principio non reformatio in peius.

…”
.

TERCERO.- La personalidad de la Parte Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio; y en cuanto a su interés jurídico, el mismo se encuentra plenamente acreditado con la documental en donde consta el acto impugnado, consistente en el oficio número **********, de 27 de mayo de 2019, emitido por el Contralor Interno del Municipio de San Luis Potosí, C.P. **********, en el que se resolvió la solicitud de declaración de caducidad formulada por el hoy actor del procedimiento de aclaraciones previsto en la Ley para la Entrega-Recepción de los Recursos Públicos de Estado y Municipios de San Luis Potosí; por lo que al haberse resuelto dicha solicitud en sentido desfavorable resulta concluyente que le asiste interés jurídico para controvertir la legalidad de dicho acto.

Por su parte, el C.P. **********, justificó su personalidad como Contralor Interno del Municipio de San Luis Potosí, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el nombramiento expedido a su favor, documental que obra a foja 38 treinta y ocho del expediente en que se actúa.

A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
CUARTO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en determinar la legalidad o ilegalidad del acto impugnado consistente en:

“Impugno el oficio ********** de fecha 27 de mayo de 2019, emitido por el C. **********, en su carácter de Contralor Interno Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.”

En relación con la pretensión de la Parte Actora que es la nulidad de dicho acto, y que se declare la caducidad del procedimiento de aclaración incoado en su contra.
QUINTO.- Previo a entrar al estudio de fondo y de los conceptos de impugnación esta Sala procede a reiterar la parte de estudio que quedó intocada por la ejecutoria que se cumplimenta, relativa a analizar si en el expediente en que se actúa se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, prevista por los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, habida cuenta que, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose de resolver sobre el fondo de la controversia.

Resulta aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en materia Administrativa del Primer Circuito: Registro No. 221332. Localización: Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. VIII, Noviembre de 1991. Página 185. Tesis Aislada. Materia(s): Administrativa.

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”

A juicio de la Segunda Sala Unitaria, en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.
Ahora bien, en el escrito de contestación de demanda, la autoridad demandada aduce que la demanda fue presentada de manera extemporánea, es decir fuera del plazo de 30 día hábiles que concede el artículo 24 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que el acto impugnado le fue notificado a la Actora vía correo certificado, con fecha 18 dieciocho de junio de 2019 dos mil diecinueve, por lo que a la fecha de la presentación de la demanda el 28 veintiocho de agosto de 2019 dos mil diecinueve habían transcurrido en exceso los treinta días hábiles que la Ley concede para presentar la demanda.

Ahora bien para acreditar el acto de notificación vía correo certificado la autoridad demandada acompañó el documento que le fue entregado por el Servicio Postal Mexicano como constancia de acuse de recibo. A continuación se inserta la imagen digitalizada de dicho documento.
DIGITALIZACIÓN
Del documento inserto, se puede apreciar, que el destinatario de dicho documento es el C. **********, es decir, el destinatario del acuse de recibo que se acompañó como prueba no corresponde al Actor del presente Juicio Contencioso Administrativo, el C. **********.
Al ser esto así, la documental exhibida por la Autoridad Demandada, resulta ineficaz para acreditar que se efectuó la notificación al aquí Actor, al haberse exhibido una documental, cuyo destinatario es otra persona que no es el actor.

No pasa desapercibido para la suscrita Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que en la contestación a la ampliación de la demanda, la Autoridad Demandada hace referencia y exhibe como prueba el acuerdo de fecha 12 doce de agosto de 2019 dos mil diecinueve, emitido dentro del Juicio de Amparo **********, del Juzgado Sexto de Distrito del Noveno Circuito, con el propósito de acreditar que el actor conoció el acto impugnado desde su notificación vía correo certificado.

Dicha prueba como documental pública cuenta con pleno valor probatorio, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí; sin embargo su alcance demostrativo es limitado, en primer lugar porque la Autoridad Demandada no logró acreditar la notificación vía correo certificado, en razón de que el acuse de recibo que exhibió no tiene como destinatario al Actor, y por otra parte en razón de que el acuerdo de referencia hace alusión a una notificación vía correo certificado, que seguramente allá si se acreditó, sin embargo, no se pronuncia sobre la legalidad de esa notificación, de ahí que resulte ineficaz para acreditar la causal de improcedencia que invocó la Autoridad Demandada.

De acuerdo a lo anteriormente expuesto y fundado, la causal de improcedencia invocada por la Autoridad Demandada, en el sentido de que la demanda fue extemporánea, resulta infundada, puesto que la documental exhibida, resultó ineficaz para acreditar la notificación a la Parte Actora en la fecha que señaló la Autoridad Demandada.
SEXTO.- Los conceptos de impugnación planteados por la Parte Actora en contra del acto impugnado, se encuentran contenidos en su escrito de demanda, y se localizan de la foja 4 cuatro a la 18 dieciocho del expediente en que se actúa, haciéndose la aclaración que los conceptos de impugnación vertidos en la ampliación de demanda, se enderezaron únicamente para evidenciar la ilegalidad de la notificación del acto impugnado, cuestión que ya fue resuelta en el punto considerativo Cuarto que antecede.

Por economía procesal se tienen aquí por reproducidos los conceptos de impugnación marcados como primero y segundo en el escrito de demanda. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se transcribe enseguida:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.- Contradicción de tesis 50/2010.”

SÉPTIMO.- En atención al principio de mayor beneficio que rige en el dictado de las sentencias, consagrado en el segundo párrafo del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, derivado del derecho fundamental de tutela judicial efectiva, esto es, el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, y en su aspecto ordinario en el cuarto párrafo del artículo 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se procede a analizar los conceptos de nulidad planteados por la parte actora en su demanda encaminados a controvertir el fondo del asunto, que de resultar fundados implicarían un mayor beneficio al llevar a declarar la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada, lo que generaría la consecuencia de eliminar totalmente los efectos del referido acto controvertido, sin posibilidad para la autoridad de que pueda emitir un nuevo acto.

Tiene aplicación a lo anterior, por analogía, la tesis de Jurisprudencia P./J. 3/2005, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Novena Época 

Registro: 179367 

Instancia: Pleno 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXI, Febrero de 2005 

Materia(s): Común 

Tesis: P./J. 3/2005 

Página: 5 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.”
Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy siete de febrero en curso, aprobó, con el número 3/2005, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de febrero de dos mil cinco.

En ese contexto, se procede al análisis de los conceptos de impugnación vertidos por el actor, en el sentido de que a través de los oficios ********** de fecha catorce de noviembre de dos mil dieciocho, suscrito por el Contralor Interno Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y el oficio ********** de veinticinco de octubre de dos mil dieciocho suscrito por el Titular de la Coordinación de Informática y Sistemas del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, notificados el día veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho, a través de los cuales le fue instaurado de oficio el procedimiento contemplado en el numeral 71 de la Ley de Entrega Recepción de los Recursos Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, procedimiento que aún no se ha concluido, y en razón de que ha transcurrido con exceso el plazo para dictar la resolución correspondiente en el procedimiento, solicitó a la autoridad demandada que se decretara que ha operado la caducidad, ello mediante escrito presentado ante la autoridad demandada el pasado dieciséis de mayo de dos mil diecinueve, según consta del acto impugnado.
El accionante aduce que a través de los oficios que le fueron notificados el veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho, la demandada le inició el procedimiento administrativo, y el actor mediante escrito ingresado el trece de diciembre de dos mil dieciocho ante la Contraloría Interna y la Coordinación de Informática y Sistemas, ambas del Ayuntamiento de San Luis Potosí, presentó las aclaraciones, manifestaciones y elementos requeridos, sin que a partir de dicha fecha le hayan notificado oficio alguno relativo a dicho procedimiento, por lo que considera lógico que a partir del propio trece de diciembre de dos mil dieciocho empezaron a correr los 30 días a que se refiere el último párrafo del artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí para que operara la caducidad, plazo que considera transcurrió con exceso al momento en que solicito el escrito solicitando se declarara la caducidad del procedimiento y el archivo de las actuaciones realizadas con motivo del mismo.

Respecto de la mencionada solicitud, las autoridades demandadas emitieron respuesta, mediante el oficio impugnado, en el sentido de que su solicitud no se encuentran en los supuestos a que se refiere el artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que no ha lugar a declarar la caducidad solicitada. 

Ahora bien, el Tribunal Federal en la ejecutoria que se cumplimenta ordenó que se analice el concepto en el que el aquí actor argumentó que es ilegal el oficio impugnado en la demanda de nulidad, porque atendiendo al cómputo que propone, si operó la caducidad del procedimiento en términos del último párrafo del artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el caso, de conformidad con el artículo 6° de la Ley para la Entrega Recepción de los Recursos Públicos el Estado y Municipios de San Luis Potosí, prescindiendo de estimar que no es aplicable el citado artículo 194.

Se estima necesario reproducir lo expuesto por el Tribunal Federal, en la parte que interesa, que dice:

“…En ese sentido, como se expuso, el procedimiento de verificación previsto en esa ley inicia con el requerimiento que hace el órgano interno de control al servidor público saliente, derivado de las irregularidades respecto de los bienes, recursos, documentación e información recibida por el funcionario entrante, para que aquél realice las aclaraciones, presentación de bienes y, en general, los elementos que considere necesarios para el esclarecimiento de la inconformidad.

De modo que ese procedimiento no inicia a petición de “parte interesada”, deriva en realidad del cumplimiento directo de la obligación del servidor público entrante de hacer del conocimiento del órgano de control las inconsistencias que detecte en la recepción de los recursos a cargo del saliente.

Con ese informe presentado por el funcionario entrante y el correspondiente requerimiento que el órgano de control realiza al servidor público saliente, inicia el procedimiento de verificación.

Como se observa, en el procedimiento no hay petición o solicitud de “parte interesada”. Solo intervienen en su inicio el funcionario entrante y el órgano de control.

Por tanto, no se comparte la apreciación de la  Sala responsable en el sentido de que ese procedimiento de verificación no inicia de oficio.

Se reitera, el código procesal administrativo sólo prevé dos maneras de iniciar el procedimiento administrativo: a petición de parte interesada, y de oficio; en el caso del procedimiento de verificación de recursos público no hay intervención de “parte interesada” por lo que se estima, debe considerarse que inicia de oficio con motivo de las obligaciones de los servidores públicos que participan en él.

Lo que se corrobora con el oficio ********** expedido por el Contralor Interno Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, donde requirió al quejoso para que en el plazo de quince días hábiles compareciera personalmente o por escrito a manifestar ante el servidor público entrante a exponer las aclaraciones, presentación de bienes y, en general, los elementos que considerara necesarios para el esclarecimiento de las irregularidades detectadas en el proceso de entrega recepción.

Ello lo hizo con fundamento en los artículos 86, fracción XX de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis, y 71 de la Ley para la Entrega-Recepción de los Recursos Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

De ahí que, se considera contrario a lo determinado en la sentencia reclamada, en ese procedimiento aplica la figura de la caducidad prevista en el último párrafo del artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

…”

Conforme a los razonamientos legales expuestos en la ejecutoria de mérito, y en relación al concepto de nulidad que propone el accionante en el sentido de que en el caso ha operado la caducidad del procedimiento, de conformidad con lo establecido en el último párrafo del numeral 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; toda vez que el procedimiento de verificación y validación física del contenido el acta administrativa de entrega recepción y sus anexos, previsto en los artículos 70, 71 y 72 de la Ley de Entrega Recepción de los Recursos Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, forma parte integrante del proceso de entrega recepción; por lo que su tramitación es de carácter oficioso por no requerirse la instancia de parte interesada, pues debe realizarse de manera obligatoria.

En ese sentido, la etapa de verificación y validación física del contenido del acta administrativa de entrega recepción y sus anexos, si puede caducar, debido a que implica la intervención del funcionario saliente y puede dar lugar a una investigación y sanción en su contra por su responsabilidad administrativa como servidor público, por lo que su tramitación y resolución (determinación de iniciar la investigación a que se refiere la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí) no puede dejarse al arbitrio del servidor público entrante ni del órgano interno de control, en perjuicio de la seguridad y certeza jurídica del mencionado servidor público saliente, sino que debe sujetarse a los términos y plazos legalmente previstos, entre los que se encuentra lo establecido en el último párrafo del numeral 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En este sentido, al tratarse en el caso de un procedimiento iniciado de oficio, es por lo que cobra aplicación el último párrafo del numeral invocado con antelación, de ahí que al tratarse de un procedimiento oficioso, puede ser objeto de caducidad.

Para mayor claridad del asunto, resulta pertinente transcribir el contenido del numeral 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dispositivo legal que establece lo siguiente:

ARTÍCULO 194. “En los procedimientos iniciados a instancia del interesado, cuando se produzca su paralización por causas imputables al mismo, la administración pública estatal o municipal le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. 

Expirado dicho plazo sin que el interesado requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la administración pública estatal o municipal acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad de la instancia procederá el recurso de revisión previsto en el artículo 130 del presente Código. 

La caducidad no producirá por sí misma la prescripción de las acciones del particular ni de la administración pública estatal o municipal, según corresponda, pero los procedimientos caducados no interrumpen ni suspenden el plazo de prescripción. 

Cuando se trate de procedimientos iniciados de oficio se entenderán caducados, y se procederá al archivo de las actuaciones, a solicitud de parte interesada o de oficio, en el plazo de treinta días a partir de la última actuación tendiente al dictado de la resolución.”

Lo resaltado es nuestro.

De lo transcrito se desprende la regulación de la figura jurídica relativa a la CADUCIDAD, estableciendo concretamente el último párrafo que cuando se trate de procedimientos iniciados de oficio se entenderán caducados, a solicitud de parte interesada o de oficio, en el plazo de 30 días a partir de la última actuación tendiente al dictado de la resolución.

La disposición legal invocada establece las condiciones para que opere la figura jurídica relativa a la extinción de la potestad autoritaria como sanción a su inactividad, es decir cuando se trate de procedimientos iniciados de oficio, a solicitud de parte interesada y en el plazo  de treinta días a partir de la última actuación tendiente al dictado de la resolución.

Ahora bien, atendiendo a lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, quien afirma que las demandadas le iniciaron de oficio el procedimiento administrativo previsto en el numeral 71 de la Ley de Entrega Recepción de los Recursos Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, disposición legal, numeral comprendido dentro del capítulo denominado “VERIFICACIÓN DE LA DOCUMENTACIÓN DEL ACTA ADMINISTRATIVA DE ENTREGA-RECEPCIÓN Y ANEXOS“, en el cual se prevé lo siguiente:

ARTÍCULO 71. “En el caso de que el servidor público entrante encuentre irregularidades respecto de los bienes, recursos documentación e información recibida, dentro del término de treinta días hábiles, contados a partir de la fecha del acto protocolario de entrega-recepción, deberá informar por escrito al órgano interno de control, quien deberá requerir al servidor público que entregó los bienes, recursos, documentación e información, las aclaraciones, presentación de bienes, y en general los elementos que considere necesarios para el esclarecimiento de la inconformidad, las que deberá presentar ante el servidor público entrante. 

La solicitud a que se refiere el párrafo anterior deberá hacérsele por escrito y notificada en el último domicilio que conozca la autoridad solicitante del servidor público saliente, el requerido deberá comparecer personalmente o por escrito dentro de los quince días hábiles siguientes a la recepción de la notificación a manifestar lo que corresponda. 

De no comparecer o no informar por escrito el requerido dentro del término concedido, el servidor público entrante deberá notificar tal omisión a la autoridad que emitió la solicitud de aclaraciones, para que proceda de conformidad con lo dispuesto en las disposiciones legales que al caso particular resulten aplicables para sancionar al requerido. 

Una vez agotado el procedimiento antes señalado, de persistir las irregularidades encontradas por los servidores públicos entrantes, deberán hacerlas del conocimiento de la autoridad competente para los efectos de lo previsto en la Ley de Responsabilidades Administrativas.”

 Lo resaltado es nuestro.

Con base en lo expuesto por el accionante, en la parte relativa al primer concepto de impugnación, se desprende que señala en lo conducente lo siguiente:

“…

Así las cosas, si a través de los oficios **********, notificados el día 21 de noviembre de 2018, la demandada me inició de oficio el procedimiento administrativo previsto por el artículo 71 de la Ley de Entrega Recepción de los Recursos Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y el suscrito mediante escritos ingresados el 13 de diciembre de 2018 ante la Contraloría Interna y ante la Coordinación de Informática y Sistemas, ambas del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, presentó las aclaraciones, manifestaciones y demás elementos que me fueron requeridos mediante los oficios que me giraron las demandadas sin que a partir de dicha fecha me hayan notificado oficio alguno relativo a dicho procedimiento administrativo, es lógico que es a partir del propio día 13 de diciembre de 2018 que empezaron a correr los treinta días a que se refiere el último párrafo del artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí para que operara la caducidad, plazo que corrió en exceso al momento en que presenté el escrito relativo ante las demandadas solicitándoles declararan la caducidad del procedimiento y el archivo de las actuaciones realizadas con motivo del mismo.

Se considera que es el día 13 de diciembre de 2018 el día de la última actuación tendiente al dictado de la resolución, puesto que a la fecha no se me ha notificado oficio alguno, en relación con etapa alguna o diligencia a realizar, dentro del procedimiento que me fue instaurado en base al artículo 71 de la Ley de Entrega Recepción de los Recursos Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, situación que niego e manera lisa y llana. 
…”

Atento a lo establecido en el artículo 71 de la Ley de Entrega Recepción de los Recursos Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, la demandada instauró al actor el procedimiento administrativo en cita, con la notificación de los diversos oficios **********, esto el día veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho.

En fecha trece de diciembre de dos mil dieciocho, el actor presentó escritos ante la Contraloría Interna y la Coordinación de Informática y Sistemas del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, formulando las aclaraciones, manifestaciones y demás elementos requeridos.

Mediante oficio **********, datado y recibido el veinte y veintiuno de diciembre del dos mil dieciocho, se da vista al servidor público entrante, respecto del escrito que contiene las aclaraciones correspondientes.

Desde la fecha señalada con antelación, no le ha sido notificado al actor oficio alguno dentro del procedimiento administrativo de referencia, toda vez que con las constancias que obran en autos, no se acredita de manera fehaciente tal hecho, máxime que a este respecto la demandada al producir su contestación de demanda no expresó manifestación alguna, relativa al dictado de alguna resolución emitida dentro del procedimiento administrativo previsto en el artículo 71 de la Ley de Entrega Recepción de los Recursos Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
En las relatadas condiciones, si el procedimiento de verificación y validación física del contenido del acta administrativa de entrega recepción y sus anexos, previsto en los artículos 70, 71 y 72 de la Ley para la Entrega Recepción de los Recursos Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, forma parte integrante del proceso de entrega recepción a que se ha hecho alusión; por tanto su tramitación es de carácter oficioso por no requerirse la instancia de parte interesada, pues debe realizarse obligatoriamente.

En consecuencia, en el caso resulta procedente la declaración de Caducidad prevista en el artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el caso, de conformidad con el artículo 6° de la Ley para la Entrega Recepción de los Recursos Públicos el Estado y Municipios de San Luis Potosí, la cual fue peticionada por el actor, en razón de que  mediante el oficio **********, datado y recibido el veinte y veintiuno de diciembre de dos mil dieciocho respectivamente, se dio vista al servidor público entrante, respecto del escrito que contiene las aclaraciones correspondientes, sin que a la fecha de la presentación de la demanda (28 de agosto de 2019) el actor haya sido notificado de resolución alguna dictada dentro del procedimiento administrativo de referencia, por lo que  al tratarse de procedimiento iniciado de oficio y habiendo transcurrido en exceso el plazo de 30 días hábiles a partir de la última actuación tendiente al dictado de la resolución, sin que ésta se haya producido, es por lo que se entiende caducado, dada la inactividad procesal de la autoridad demandada; de ahí que resulte fundado el concepto de impugnación vertido por el accionante y por ende ilegal el oficio impugnado en la demanda de nulidad.

En consecuencia se actualiza el supuesto contemplado en la fracción IV del artículo 250  del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, porque la resolución impugnada, se emitió en contravención a las disposiciones legales aplicables, por lo que con fundamento en el artículo 251 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se decreta que ha operado la Caducidad de la instancia en el procedimiento de verificación y validación física del contenido del acta administrativa de entrega recepción y sus anexos, a favor del aquí actor, por lo que la autoridad demandada deberá proceder al archivo de las actuaciones del mismo; así como la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el oficio **********, emitido por el Contralor Interno Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí.
Una vez que cause ejecutoria la presente sentencia definitiva, de conformidad con lo previsto en los numerales 255 y 256 primer párrafo, del Código Procesal Administrativo en consulta; prevéngase a la autoridad demandada por el cumplimiento de la misma y para que dentro del término de diez días informe al respecto; y en su caso, requiérase por su ejecución, con los apercibimientos legales procedentes.

En virtud de lo anterior, y al resultar fundado dicho concepto de impugnación, esta Sala Unitaria se abstiene de analizar el resto de los conceptos de nulidad vertidos por el actor en su escrito inicial de demanda, ya que en nada variaría el sentido del presente fallo.

Lo anterior encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”
Asimismo, sirve de apoyo por analogía, el criterio sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías.” 

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 194, 249, 250 fracción IV y 251 primer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se decreta que operó en favor del aquí actor la Caducidad de la Instancia en el procedimiento de verificación del acta administrativa de entrega recepción y sus anexos; y por ende se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el oficio **********, emitido por el Contralor Interno Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el considerando séptimo de la presente sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a las partes y con copia certificada de la presente resolución infórmese al Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, el cumplimiento que se  ha dado al Amparo Directo Administrativo **********.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
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